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República de Colombia

Rama Judicial del Poder Público
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Rdo: 2017-437
Dte: MARIELA DEL SOCORRO VASQUEZ SERNA
Ddo: DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD
Medellín, Once (11) de Mayo dos mil Veinte (2020)
Medio de control:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Demandante:

MARIELA DEL SOCORRO VASQUEZ SERNA
Demandada:
DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA     
Radicado:

05001 33 33 001 2017 00659 00
SENTENCIA Nº 
La señora MARIELA DEL SOCORRO VASQUEZ SERNA por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del Medio de Control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO consagrada en el artículo 138 del C.P.A.C.A., formuló demanda en contra de DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA con el fin de que se profieran las siguientes: 

    1. PRETENSIONES
“PRIMERA: Que se declare la nulidad parcial de la convocatoria Interna No 01 de 2016, publicada por el DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, por intermedio de la Secretaria de Gestión Humana y Desarrollo Organizacional-Dirección de Personal, y las NULIDAD de los Oficios Radicados Nos I 2017020004389 del 02 de febrero de 2017 y I 2017020012888 del 08 de marzo de 2017, que hacen las veces de Actos Administrativos, mediante los cuales se resolvieron los recursos interpuestos, en contra de la decisión tomada de excluir a la señoras MARIELA DEL SOCORRO VASQUEZ SERNA.
SEGUNDA: Que como consecuencia de la Nulidad y a Título de Restablecimiento del Derecho, se condene al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, a nombrar a la señora MARIELA DEL SOCORRO VASQUEZ SERNA, en el cargo de Técnico Operativo 314-02, NUC 2000000953, de la Dirección de Recursos Corporativos-Subgerencia Administrativa de la Fabrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, cargo al que manifestó su interés de particular, siendo la única postulada.
TERCERA: Que como consecuencia de la Nulidad y a titulo Restablecimiento del Derecho, se condene al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA al pago de los Salarios y Prestaciones Sociales a que tenga derecho, dejados de percibir a partir del mes febrero de 2017, hasta el momento de su nombramiento efectivo en el cargo ofertado.

CUARTO: Que se condene a la entidad demandada al pago de las sumas adeudadas en forma INDEXADA, hasta la fecha del pago efectivo.

QUINTA: Que se condene a la entidad demandada, al pago de las costas y agencias en derecho.
SEXTA: Que la entidad demandada de cumplimiento a la secretaria a la Sentencia en los términos del articulo 192 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.”
2.
HECHOS DE LA DEMANDA
Indica el apoderado de la parte actora que la demandante labora al servicio del Departamento de Antioquia, desde el 04 de septiembre de 1991 y actualmente se encuentra en carrera administrativa en el cargo de Auxiliar Administrativa, Código 407, grado 05, Adscrita a la Planta Global de la Administración Departamental. 
Afirma que la entidad accionada, por intermedio de la Secretaria de Gestión Humana y Desarrollo Organizacional- Dirección de Personal, dentro del proceso para proveer empleos para el personal de carrera Administrativa en la modalidad de ENCARGO, el día 13 de enero de 2017 realizo la publicación de la Convocatoria interna No 01-2016 con el fin de que los empleados de carrera manifestaran su interés de postularse para aspirar a los cargos ofertados.
Manifiesta la apoderada de la parte actora que el DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, habilito todos los Link de la plataforma informática G+, para la inscripción de los servidores a los cargos publicados y dar así cumplimiento la Ley 909 de 2004. Indico que se publicó además los requisitos, la denominación del empleo, la ubicación el NUC del cargo, el tipo de vacante, la dependencia, la asignación salarial y habilito la plataforma del G+ que consta del proceso meritocrático, la fecha de postulación, las condiciones y requisitos, el link para postularse habilitado, numero de cargos, calidades y cualidades, postulaciones y numero de postulados, etapa de postulación y postulaciones por cargo.
Arguye que la etapa de postulación estuvo habilitada por el termino legal de tres días termino dentro del cual la funcionaria Mariela del Socorro, se postuló para el cargo de Técnico Operativo 314-02 NUC 2000000953, de Dirección de Recursos Corporativos- Subgerencia Administrativa de la Fabrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, cargo al que manifestó su interés de participar, siendo la única postulada y aceptada en la plataforma informática del G+.
Indica que después de que los postulantes surtieron su derecho a la inscripción en los diferentes cargos ofertados, apareció en la plataforma informática las personas que habían sido inscriptas, el numero de postulaciones y postulados, y allí se pudo evidenciar  que la única persona que se había postulado para el cargo de Técnico Operativo 314-02, NUC 2000000953, de la dirección de Recursos Antioquia era la funcionaria Mariela del Socorro Vásquez Serna, y durante un lapso de tiempo de 8 días siguió apareciendo su inscripción como única postulante para el cargo en mención, obteniendo con ello el derecho preferencial a ser nombrada en dicho empleo, tal como lo consagra el articulo 24 de la Ley 909 de 2004.   
Aduce el apoderado que la funcionaria Mariela del Socorro, cumplía con los requisitos exigidos para el ejercicio del cargo, establecidos en el artículo 24 de la ley 909 de 2004, toda vez que poseía las aptitudes y habilidades para su desempeño, no había sido sancionada disciplinariamente en el ultimo año y su última evaluación, del desempeño era sobresaliente, al ser la única postulada, tenia el derecho preferente para haber sido nombrada en el cargo.
Afirma que su poderdante, en vista de que era la única persona que manifestó su interés para postularse a dicho cargo y no fue nombrada, mediante oficio radicado No 2017020001670 del 16 de enero de 2017, interpuso los recursos de reclamación y revisión, en donde solicito que le dieran cumplimiento a la Ley 909 de 2004, toda vez que al ser la única postulada y cumplir con los requisitos de Ley, dicho encargo recaía automáticamente en ella.
Manifiesta la parte actora que el DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, dio respuesta mediante oficio radicado No 2017020004389 del 02 de febrero de 2017, negando a la actora, nombrarla en el cargo de Técnico Operativo 314-02 NUC 2000000953.
Invoca que el Departamento de Antioquia, limito el examen de los requisitos al Nivel Técnico, Grado 01, excluyendo de dicho estudio al nivel Auxiliar, violando con ello lo preceptuado en el articulo 245 de la Ley 909 de 2004, toda vez que lo que se prescribe dicha norma es que primero se examine el cumplimiento de requisitos por parte de los servidores titulares de empleos de nivel y grado inmediatamente  inferior al ofertado, si no cumplen o no manifestaron interés, debe proseguirse con el cargo inmediatamente inferior y así sucesivamente. 
En ese orden de ideas, como ninguno de los técnicos grado 01, manifestaron interés en postularse el cargo ni tampoco lo hicieron los auxiliares grado 07 y 06, el examen debió haberse proseguido con el cargo de Auxiliar 05, y allí hubieran encontrada que la funcionaria Mariela del Socorro Vásquez Serna, era única que había manifestado su interés de postularse al cargo y cumplía con los requisitos exigidos, por ende, el cargo ofertado recaía automáticamente con ella, como lo prescribe la norma.
Arguye que el Departamento de Antioquia, saltándose la norma y a pesar de que la convocatoria se había cerrado, de una manera extraña y arbitraria volvió a habilitar el link de las inscripciones para el mismo concurso interno en el periodo entre el día 24 y el 26 de enero de 2017, por un nuevo termino de tres días hábiles, más aun así después de haber sido habilitado este link, solo se inscribe una persona con un grado inferior  a la funcionario Mariela del Socorro Vásquez, por lo que seguía siendo conforme  a la Ley 909, a la persona a ser nombrada en dicho cargo.
Declara la parte actora que, ante esta situación, mediante oficio radicado No 2017020005108 del 03 de febrero de 2017, se elevo derecho de petición, reclamación, queja y en subsidio apelación, ante el organismo competente de la convocatoria interna 01-2016, por la violación al derecho fundamental al Debido Proceso y del Derecho a la igualdad, en el concurso de la referencia para proveer mediante encargo el empleado de carrera, de Técnico Operativo 314-02, NUC 2000000953.

Afirma que el Departamento de Antioquia mediante oficio radicado No I 201702001128888 del 08 de marzo de 2017, contestó que a dicha convocatoria solo se podían postular los servidores del nivel técnico grado 01, y que la funcionaria Mariela del Socorro, era titular del empleo de Auxiliar Administrativo, Grado 05, razón  por la cual no podía inscribirse y su postulación no tenía validez, razón por la cual fue eliminada automáticamente del sistema, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4.1 “Manifestación de interés” del artículo cuarto de la Resolución No 51876 del 02 de junio de 2016. 
El articulo cuarto, numeral 4.2 de la Resolución No 51876 del 02 de junio 2016, establece que “Si para el empleo a proveer transitoriamente únicamente solicita ser encargado un servidor, el encargo recaerá automáticamente en dicho servidor, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos para su desempeño, de conformidad con el manual de funciones del cargo”.
Indica el apoderado que la parte actora que, su poderdante fue la única funcionaria que manifestó su interés de postularse al cargo y cumplía con los requisitos exigidos, por ende, el cargo ofertado recaía automáticamente en ella, tal como lo prescribe la Ley 909 de 2004, sin embargo, fue retirado de dicha convocatoria y en el empleo a proveer no se encargó a ningún funcionario. 

Concluye manifestado el apoderado de la parte actora que, en vista de que el cargo de técnico operativo 314-02 NUC 2000000953, no fue provisto en la convocatoria 01 de 2016, la entidad accionada realizó una nueva convocatoria, la No 07 de 2017 y allí volvió a ofertar dicho cargo, impidiéndole a la actora participar de la misma, declarándolo posteriormente desierto por no haberse presentado un servidor que cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley. 

3. NORMAS VIOLADAS CONCEPTO DE VIOLACIÓN
 Indica el apoderado de la parte actora que la Convocatoria Interna Nº 01 de 2016 y los actos demandados fueron expedidas irregularmente con infracción de las normas en que deberían fundarse, falsa motivación y desviación de poder y con dichos actos se está vulnerando la Constitución Política de Colombia en sus artículos 2, 13, 25, 53, 125, 130; y la Ley 909 de 2004 en su artículo 24.  
Manifiesta el apoderado de la parte actora que no hay ninguna explicación clara, detallada y precisa de cuáles son las razones por las cuales se decide retirar a la funcionaria MARIELA DEL SOCORRO VÁSQUEZ SERNA, de la Convocatoria Nº 01 de 2016  tan sólo se argumentó como motivo, que al ser titular del empleo de auxiliar administrativo, código 407, grado 05, no podía inscribirse y su postulación no tenía validez, lo cual no es razón suficiente ni motivo válido, para haber procedido de tal forma, y no concuerda con lo consagrado en la ley 909 de 2004.

por lo que se firma que, es falso el motivo argumentado por el departamento de Antioquia, para retirar a la funcionaria Mariela del socorro Vásquez serna, de la convocatoria nº 01 de 2016, toda vez que el artículo 24 de la ley 909 de 2004, no trae ninguna limitación para que ella participe en igualdad de condiciones con los demás funcionarios que hubieran manifestado su interés de postularse al cargo, la única desventaja que tenía era que si algún funcionario de nivel y grado superior a ella se hubiera postulado y reuniera los requisitos exigidos, sería éste el nombrado, pero en el presente caso esto un sucedió, porque ella fue la única que manifestó su interés de postularse al cargo.

Arguye que, en ningún aparte de la norma, se faculta a las entidades para establecer requisitos distintos a lo allí consagrado, ni limitar la participación de los servidores para aspirar a ser encargados, lo que prescribe la Ley es que todos los empleados de carrera tienen derecho a ser encargados en un empleo de nivel y grado superior, si acreditan los requisitos para su ejercicio, poseen las aptitudes y habilidades para su desempeño, no han sido sancionados disciplinariamente en el último año y su última evaluación del desempeño sea sobresaliente.

Y concluye manifestando que el motivo invocado por el DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, no corresponde a la realidad, pues en el fondo lo que se buscaba era evitar que de la funcionaria MARIELA DEL SOCORRO VÁSQUEZ SERNA, accediera a dicho encargo, para luego declararlo desierto y proceder a nombrar en Provisionalidad a otra persona externa a la Administración Departamental. Este proceder es indicativo claro de la FALSA MOTIVACIÓN Y DESVIACIÓN DE PODER.

4. POSICIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA: 
Dentro del termino establecido para ello, la entidad accionada indica que, algunos hechos son ciertos, otros no, otros son parcialmente ciertos, y en relación con las pretensiones, solicita sean denegadas en su totalidad por las siguientes razones.
Una vez se detalla la fundamentación fáctica y jurídica de la defensa, indica que de acuerdo  a lo estipulado en el manual especifico de funciones y competencias laborales del empleo, para desempeñar el empleo ofertado, esto es técnico operativo, código 314, grado 02, NUC 953, asignado a la Dirección de recursos Corporativos Subgerencia Administrativa  de la Fabrica de Licores de Antioquia, se necesitan ciertos requisitos ( fls 104 vuelto), y tal y como se le advirtió a la demandante en las contestaciones a sus derechos de petición y reclamaciones, esta con cumplía con el requisito de experiencia para ser encargada en dicho empleo.

Lo anterior por cuanto, los 18 meses de experiencia relacionada para empleo de nivel técnico, según lo indicado por el Decreto  785 de 2005, se acreditan mediante el desempeñó en empleos del nivel técnico con funciones similares al cargo a proveer, sin embargo, durante la relación laboral en la Gobernación de Antioquia la actora no ha desempañado empleos de nivel técnico, pues solamente ha desempeñado empleos del nivel auxiliar y la experiencia laboral externa que la actora acredito no cumplía con la exigida.
Por todo lo anterior, se solicita al desestimar las pretensiones de la demanda y se abstenga de ordenar el nombramiento de la actora en encargo en el empleo de Técnico operativo, código 314, grado 02, NUC 953, toda vez que no se cumplió con los requisitos exigidos.
Presenta las siguientes excepciones:

-Falta de causa para pedir

-Legalidad de los actos administrativos demandados

-prescripción

-genérica

5. TRÁMITE PROCESAL:
Por reparto, le correspondió a este Juzgado, el cual, por auto del 01 de septiembre de 2017, inadmitió la demanda para que se corrigieran unos defectos formales, así las cosas, una vez subsanado los mismos, mediante auto de fecha 25 de septiembre se dictó auto admisorio (fls. 42), el cual fue notificado a la entidad demanda, a la Agencia Nacional para la defensa del Estado y al Ministerio Público en debida forma (fls.95 y ss), mediante auto de fecha 22 de noviembre de 2017, se dio traslado de la medida cautelar, y su respectiva notificación ( fls 2 -5 cuaderno No 2), la entidad accionada dio respuesta de la medida en los términos visible a folios 8-13, y fue resuelta por el Despacho mediante auto de fecha 05 de enero de 2018, negando la misma ( fls 14-15), por medio de auto de fecha 28 de febrero de 2018, se admitió reforma a la demanda ( fls 98). La entidad demandada dio respuesta a la demanda en el término oportuno, razón por la cual mediante constancia secretarial de fecha 27 de abril de 2018, se dio traslado a las excepciones propuestas ( fls 189), de las cuales la parte actora se pronunció en los términos visible a folios 190-191, mediante auto de fecha 17 de mayo de 2018, se fijó fecha para la audiencia inicial, para el día 9 de julio de 2018, diligencia evacuada, agotando las etapas propias de la misma, decretando la prueba documental aportada por la parte demandante, ahora bien, en dicha diligencia, por considerar que en el asunto de la referencia eran varias las pretensiones que había que resolver, el Despacho haciendo uso de las facultades previstas en el inciso final del artículo 181 del C.P.A.C.A, prescindió de la audiencia de alegaciones y juzgamiento, y ordeno al presentación de los alegatos de conclusión por escrito dentro de los diez días siguientes, y agotado dicho término se profirió la presente sentencia.
1. ALEGACIONES DE LAS PARTES

PARTE DEMANDANTE: En escrito allegado dentro del termino para ello, visible a folios 197-198, el apoderado de la parte actora se ratifica en los términos propuestos en la demanda, insistiendo en que se deben acoger las pretensiones de la demanda, declarando la nulidad de los actos administrativos y como restablecimiento del derecho, se condene al departamento de Antioquia  a nombrar al funcionaria MARIELA DEL SOCORRO VASQUEZ SERNA, en el cargo de técnico operativo 314-02, NUC 2000000953, cargo al que manifestó su interés de participar, cumplía con los requisitos de ley y era la única postulada, y se le reconozca y pague los salarios y prestaciones sociales a que tenga derecho, dejados de percibir a partir del mes de febrero de 2017, hasta su nombramiento efectivo.     
PARTE DEMANDADA: En escrito allegado dentro del término para ello, visible a folios 199-200, la apoderada de la entidad accionada se ratifica en los términos propuestos en la contestación de la demanda, insistiendo en que se deben desestimar las pretensiones de la demanda y abstenerse e ordenar el nombramiento de la demandante, toda vez que no se acreditaron los requisitos para su ejercicio ni poseía las aptitudes y habilidades no experiencia relacionada em el manual de funciones para su desempeño.
MINISTERIO PUBLICO:  No emitió concepto en esta instancia.
                      CONSIDERACIONES DEL DESPACHO
1. EL PROBLEMA JURÍDICO: 
En el análisis jurídico y probatorio se centra en determinar la legalidad de los actos administrativos demandados, son estos: la convocatoria interna No 01 de 2016, y los Oficios radicados No I 2017020004389 del 02 de febrero de 2017 y I 20170200012888 del 8 de marzo de 2017, y como consecuencias de ello, establecer, si la demandante tiene derecho a que se le nombre en el cargo de Técnico Operativo 314-02, NUC 2000000953, de la Dirección de Recursos Corporativos-Subgerencia de la Fabrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, y en su lugar se le reconozca y pague los salarios y prestaciones sociales a que tenga derecho, dejados de percibir a partir del mes de febrero de 2017, hasta el momento de su nombramiento efectivo en el cargo ofertado.
Derivado del eventual éxito de la pretensión relativa a la legalidad del acto, deberá el Despacho resolver sobre las pretensiones resarcitorias solicitadas en la demanda.
2. Presupuestos Procesales: 
El medio de control que se promueve es el de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, consagrado en el artículo 138 del CPACA, es una acción a través de la cual la persona que se siente lesionada por un acto de la administración, que le ha desconocido el derecho individual reclamado, puede ejercerla, a fin de obtener de la jurisdicción contenciosa administrativa la nulidad del acto administrativo y el restablecimiento del derecho correspondiente. 

Este Despacho es competente para conocer del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de carácter laboral, en virtud de lo establecido en los artículos 155 y 156 del CPACA. En la de nulidad y restablecimiento del Derecho, previamente se debe solicitar al juez la nulidad de un acto administrativo, ya que con este tipo de acciones se busca que se proteja al actor de un interés particular, para obtener el resarcimiento de un perjuicio causado con el acto cuya nulidad pretende. 

El medio de control propuesto procede por regla general contra los actos administrativos definitivos, creadores de situaciones jurídicas individuales, particulares y concretas o contra los de trámite cuando ellos, en sí mismos, contienen una decisión definitiva o hacen imposible continuar la actuación administrativa. 

Para acudir a la jurisdicción contencioso administrativa en nulidad y restablecimiento del derecho, y el acto cuestionado sea de carácter particular, es necesario que se hayan ejercido y decido los recursos obligatorios, de conformidad con lo establecido en el numeral segundo del artículo 161 del C.P.A.C.A. 

En el caso sub lite, podemos observar que el accionante podía acudir a la jurisdicción contencioso administrativa por cuanto en los actos acusados y el definitivo no se dio la oportunidad para interponer recursos. 
En cuanto al requisito de procedibilidad el mismo se encuentra agotado tal y como obra a folios 38 del expediente.
3. MARCO JURIDICO
El concurso de méritos y el derecho a ocupar cargos públicos

                                                               

El artículo 40, numeral 7°, Constitucional señala que: “todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede: (...) 7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, por nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley reglamentará esta excepción y determinará los cuales ha de aplicarse”. 

En ese orden de ideas, de la objetividad de este derecho, no puede provenir que el ejercicio de funciones públicas está exenta de toda exigencia y obligación para quien es convocado a ocupar los cargos de mayor compromiso.
Es por lo que se recuerda entonces que, el buen éxito en la administración pública y la satisfacción del bien común penden de una adecuada preparación y de la capacidad profesional, moral y técnica de las personas en las que se confía el compromiso de alcanzar las metas trazadas por nuestro ordenamiento jurídico. Ello se expresa no solo en el señalamiento previo y general de la forma como se accederá al desempeño del cargo, sino también en la previsión de las calidades y requisitos que debe reunir la persona en quien recaiga la designación.
 Bajo los anteriores preceptos, el artículo 125 Constitucional establece que “los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera” y que tanto el ingreso como el ascenso a los mismos “(…) se harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes”. En ese orden de ideas, la carrera administrativa basada en el concurso de méritos es el mecanismo general y preponderante de acceso al servicio público, por medio del cual se garantiza la selección de servidores públicos cuyas capacidades, experiencia, conocimiento y dedicación permitan atender las finalidades del Estado Social de Derecho.

Lo anterior, significa según nuestro órgano de cierre que, la carrera y el concurso de méritos son un sistema técnico de administración de personal y un mecanismo de promoción de los principios de igualdad e imparcialidad, en cuanto garantiza que los concursantes participen en igualdad de condiciones y los cargos públicos sean ocupados por los mejor calificados. Además, permite eliminar la discrecionalidad del nominador y evitar que dominen criterios arbitrarios, caprichosos y subjetivos en la selección de los aspirantes. 
En esa medida, dicho procedimiento asegura que la administración pública esté integrada por personas idóneas desde los puntos de vista de capacitación profesional e idoneidad moral, lo cual favorece a la satisfacción del interés general y el bien común, elementos primordiales dentro de la función pública, la cual busca que, el ingreso a los cargos públicos a través del concurso de méritos, sea desarrollado bajo los principios que orientan la función administrativa, así como la igualdad, eficacia, y eficiencia en el desarrollo de las funciones públicas. A su vez, garantiza los derechos de los trabajadores, entre ellos, el de igualdad de oportunidades y estabilidad en el empleo.
En relación con la carrera administrativa, nuestro órgano de cierre constitucional, en Sentencia C-333 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa, se señaló:
 “(…) al Estado contar con servidores cuya experiencia, conocimiento y dedicación garantizan cada vez con mejores índices de resultados, su verdadera aptitud para atender las altas responsabilidades confiadas a los entes públicos, a partir del concepto según el cual el Estado Social de Derecho exige la aplicación de criterios de excelencia en la administración pública. Ello conduce a la instauración de la carrera administrativa como sistema propicio a la obtención de eficiencia y eficacia y, por tanto, como técnica al servicio de los fines primordiales del Estado Social de Derecho. Los fines propios de la carrera resultan estropeados cuando el ordenamiento jurídico que la estructura pierde de vista el mérito como criterio de selección y sostén del empleo (…)”
Ahora, en los concursos de méritos en sus diferentes etapas, se busca observar y garantizar los derechos y los principios fundamentales que lo infunden, entre otros, los generales del artículo 209 de la Constitución Política y los específicos del artículo 2 de la Ley 909 de 2004. En ese orden de ideas, la sentencia C-040 de 1995, reiterada en la SU-913 de 2009, se explica a detalle cada una de esas fases, las cuales se encuentran en el artículo 31 de la Ley 909 de 2004. 

Bajo los anteriores parámetros, tenemos entonces que, la convocatoria es, la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a los participantes, y como tal atribuye las pautas que son forzosas para todos. Por tanto, como en ella se diseñan las medidas que regirán el proceso, los participantes, en ejercicio de los principios de buena fe y confianza legítima, esperan su estricto cumplimiento. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de auto vinculación y autocontrol porque la administración debe respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada.
Por todo lo anterior, es válido advertir que, la carrera administrativa y el concurso de méritos son un sistema técnico de administración de personal y un dispositivo de promoción de los principios de igualdad e imparcialidad, que se fundamenta única y exclusivamente en el mérito y la idoneidad del funcionario público. Dicho criterio es determinante para el acceso, permanencia y retiro del empleo público. Igualmente, de forma excepcional y transitoria, se pueden proveer cargos de carrera por encargo o en provisionalidad, mientras se proveen los cargos en propiedad conforme a las formalidades de ley o cesa la situación administrativa que originó la vacancia temporal. 
Del debido proceso
 El artículo 29 de la Constitución establece que el debido proceso es un derecho fundamental que debe aplicarse a todas las actuaciones judiciales y administrativas. No obstante, la jurisprudencia constitucional determina que este no comprende exclusivamente las normas orgánicas constitucionales, sino también otro cúmulo de valores y principios más allá del cumplimiento de los requisitos establecidos en las leyes procesales. En ese sentido, se reconoce que el principio de proporcionalidad es relevante dentro del debido proceso, ya que exige la justificación en términos constitucionales de cualquier medida que implique la limitación de un derecho fundamental, por lo que implica una adecuación entre los medios utilizados y las necesidades que se tratan de satisfacer en una medida.

En la jurisprudencia desarrollada por la Corte Constitucional de manera amplia y reiterada se ha señalado el contenido, elementos y características del derecho al debido proceso, el cual es considerado uno de los pilares fundamentales del Estado social y constitucional de Derecho. Entre los elementos más importantes del debido proceso, se ha destacado:

“a) El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo.
 
b) El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley.
 
c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso.
 
d) El derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables.
 
e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo.
 
f) El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”

Es por lo que debe insistirse entonces, en que dicha garantía no solo se encuentre en los juicios y procedimientos judiciales, sino también en todas las actuaciones administrativas de modo que se garantice: el acceso a procesos justos y adecuados;  el principio de legalidad y las formas administrativas previamente establecidas; los principios de contradicción e imparcialidad; y  los derechos fundamentales delas partes, con la finalidad de evitar posibles actuaciones abusivas o arbitrarias por parte de la administración a través de la expedición de actos administrativos que resulten lesivos de derechos o contrarios al ordenamiento jurídico.

 

4. DEL CASO CONCRETO Y LA POSICION DEL DESPACHO: 

Pruebas aportadas y decretadas: ( fls 12-37 y 47-94 y 107 -188)
-copia de certificado laboral

-copia de la convocatoria del proceso por meritocracia No 01-2016

-copia del oficio radicado No 2017020001670 del 16 de enero de 2017, mediante el cual interpone recurso de reclamación y revisión.

-copia del oficio radicado No 2017020004389 del 02 de febrero de 2017.

-copia del oficio radicado No 2017020005108 del 03 de febrero de 2017, interponiendo derecho de petición, reclamación. Queja y en subsidio apelación, a la negativa de nombrarla en el cargo ofertado.

-copia del oficio radicado No I 2017020012888 del 08 de marzo de 2017.

-copia de ser la única postulada, publicada en el Link de la Gobernación.

-Acta de audiencia de conciliación ante la Procuraduría Delegada ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. 
-Manual Especifico y de competencias labores, para el cargo de Técnico Operativo 314-02.

-Diploma de bachiller
-Diploma de Tecnóloga en Costros y Auditoria

-Diploma de Secretaria General

-Certificado de aprobación del curso de administración y control de almacenes de inventarios del sector público.

-Certificación de realizar el curso de formación y desarrollo del potencial humano.

-Certificación de introducción a los computadores.

-certificado de Excel Avanzado

-certificado de cursar y aprobare los cursos de Word, Windows, Excel, PowerPoint, Mail.
-Declaración juramentada sobre funciones desempeñadas desde el año 1991 a 2007.

-Decreto 2124 del 16 de julio de 1992, mediante el cual se asciende al cargo de Almacenista, en la secretaria de obras públicas.

- Manual Especifica de Funciones y de Competencias Laborales del cargo de Almacenista.
-Oficio No 0283 del 03 de marzo de 1993, comunicándole ascenso al cargo de la visitadora de Almacén.

-Oficio del 18 de septiembre de 1996, incorporándola a la planta de cargos de Secretaria de Obras Públicas, como visitadora de Almacén.

-Manual Especifico de funciones y de competencias laborales del cargo de visitador de Almacén.

-Oficios del 04 de enero de 1999 y diciembre de 2001.

-Manual Especifico de Funciones y de competencias labores del cargo de Supervisor.

-Evaluación del desempeño de los años 2001-2006

-Certificación de la cámara de comercio 

-Evaluación del desempeño correspondiente a los años 2015-2016.

-Copia de los antecedentes administrativos 
Pretende la parte actora se declare la nulidad parcial de la convocatoria Interna No 01 de 2016, publicada por el DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, por intermedio de la Secretaria de Gestión Humana y Desarrollo Organizacional-Dirección de Personal, y las NULIDAD de los Oficios Radicados Nos I 2017020004389 del 02 de febrero de 2017 y I 2017020012888 del 08 de marzo de 2017, que hacen las veces de Actos Administrativos, mediante los cuales se resolvieron los recursos interpuestos, en contra de la decisión tomada de excluir a la demandante. Así mismo solicita se condene a la entidad accionada, a nombrar a la señora MARIELA DEL SOCORRO VASQUEZ SERNA, en el cargo de Técnico Operativo 314-02, NUC 2000000953, de la Dirección de Recursos Corporativos-Subgerencia Administrativa de la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, cargo al que manifestó su interés de particular, siendo la única postulada. Así mismo como consecuencia de la Nulidad y a título Restablecimiento del Derecho, se condene al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA al pago de los Salarios y Prestaciones Sociales a que tenga derecho, dejados de percibir a partir del mes febrero de 2017, hasta el momento de su nombramiento efectivo en el cargo ofertado.

Por su parte la entidad accionada advierte que la decisión adoptada dentro del concurso de méritos, fue conforme a la ley y por lo tanto el proceso y los actos administrativos expedidos están concedidos de legalidad. 

Para resolver el anterior problema jurídico, el análisis jurídico y probatorio se centra en determinar la legalidad de los actos administrativos demandados, son estos: la convocatoria interna No 01 de 2016, y los Oficios radicados No I 2017020004389 del 02 de febrero de 2017 y I 20170200012888 del 8 de marzo de 2017, y como consecuencias de ello, establecer, si la demandante tiene derecho a que se le nombre en el cargo de Técnico Operativo 314-02, NUC 2000000953, de la Dirección de Recursos Corporativos-Subgerencia de la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, y en su lugar se le reconozca y pague los salarios y prestaciones sociales a que tenga derecho, dejados de percibir a partir del mes de febrero de 2017, hasta el momento de su nombramiento efectivo en el cargo ofertado.
Examinado el expediente, se encuentra que, para la provisión transitoria mediante encargo de las vacantes de los empleos de carrera administrativa de la entidad accionada, se expidió la Resolución No S2016060051876 del 02 de junio de 2016, “por la cual se establece el procedimiento interno para proveer transitoriamente, mediante la figura de encargo, los empleos de carrera que se encuentren vacantes en la entidad” (fls 160-164). Y Resolución No S 2017060001778 del 27 de enero de 2017. 

El empleo vacante a proveer transitoriamente mediante el encargo, era el empleo de técnico operativo, código 314-grado 02, NUC 953. A folios 108-115, se puede observar que la vacante ofertada dentro de los requisitos de estudio y experiencia se encuentra “Titulo de formación tecnológica en disciplina académica del núcleo básico del conocimiento (NBC) en: NBC Economía NBC, Administración o aprobación de tres (3) años de educación superior en disciplina académica del núcleo básico del conocimiento (NBC) en: NBC Economía NBC Administración y 18 meses de Experiencia Relacionada.”
Teniendo en cuenta lo anterior, la actora se presentó a dicha convocatoria, para optar por la vacante ofertada, sin embargo, la entidad mediante oficio no 2017020004389 del 02 de febrero de 2017, en relación con lo convocatoria 01-2016 carrera administrativa, publicación del 05 del 14 de octubre de 2016 ( fls 122 y ss), le advirtió que: 
“Revisada la planta de personal, se evidencia que su cargo titular es: Auxiliar Administrativo, código 407, grado 05 y por esta razón no se incluyo en dicha publicación, dado que en la misma se examino el cumplimiento de requisitos , por parte de los servidores titulares de empleos del grado inmediatamente inferior, que para este caso es el Nivel: Técnico, Grado 01, tal como lo exige el artículo 24 de la LEY 909 DE 2004 y según lo señalado por la Resolución 51876 del 02/06/2016, para ese momento vigente.

En ese orden de ideas, primero debía examinarse el cumplimiento de requisitos por parte de los servidores titulares de empleos nivel y grado Técnico 01, si los mismos no cumplían requisitos o no manifestaban interés, debía perseguirse con el nivel auxiliar en su grado 07, luego con el grado 06 y así sucesivamente.
Por el mismo motivo, se eliminaron del sistema G+ automáticamente las manifestaciones de interés que realizo en anteriores oportunidades, sin estar incluida en el listado publicado de servidores que podían manifestar interés para cada cargo, de conformidad con el reglamento que regía la convocatoria 01-2016…”  
Ahora bien, en relación con la convocatoria 07-2017, la entidad accionada da respuesta a la accionante en los siguientes términos, fls 126 y ss: 

“Frente a sus argumentos, en primer lugar, usted señala que el día 13 de enero de 2017, se abrió el sistema G+ para recibir postulaciones para el cargo mencionado y que usted fue la única servidora que se inscribió. Revisada la publicación de resultados del estudio para otorgamiento de encargos de esa fecha, observamos que usted no se encontraba dentro de los empleados que podría manifestar interés para ese empleo, teniendo en cuenta, que en esa fecha se podían postular únicamente los servidores mencionados en la publicación, todos ellos del nivel técnico, grado 01, mientras usted es titular de un empleo auxiliar Administrativo grado 05. Esto de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4.1 “MANIFESTACIÓN DE INTERÉS” del articulo cuarto de la Resolución 51876 del 02/06/2016, vigente para la época.
Por ese motivo, aunque usted se haya inscrita habiendo caso omiso de todas las indicaciones dadas, dicha postulación no tiene validez y por tanto fue eliminada automáticamente del sistema. En consecuencia, no le asiste la razón al afirmar que cuenta con el derecho se encargó como único postulado…”
De acuerdo con lo anterior, tenemos entonces que, mientras se surte el proceso de selección para proveer los empleos, los empleados de carrera tienen derecho a ser encargados de los mismos, si acreditan los requisitos para su ejercicio, que en este caso se encontraban contenidos en el manual de funciones específicas y de competencias laborales adoptado la entidad, tal y como anotamos previamente. En consecuencia, le correspondía a la entidad accionada, determinar con fundamento en el procedimiento señalado, y conforme al ordenamiento jurídico, seleccionar el empleado con derechos de carrera que cumpliera con todos los requisitos establecidos para ser nombrado en encargo. Veamos:

Artículo 24 de la Ley 909 de 2004, establece que:

 

“Artículo 24. Mientras se surte el proceso de selección para proveer empleos de carrera administrativa, y una vez convocado el respectivo concurso, los empleados de carrera tendrán derecho a ser encargados de tales empleos si acreditan los requisitos para su ejercicio, poseen las aptitudes y habilidades para su desempeño, no han sido sancionados disciplinariamente en el último año y su última evaluación del desempeño sea sobresaliente. El término de esta situación no podrá ser superior a seis (6) meses.

 

El encargo deberá recaer en un empleado que se encuentre desempeñando el empleo inmediatamente inferior que exista en la planta de personal de la entidad, siempre y cuando reúna las condiciones y requisitos previstos en la norma. De no acreditarlos, se deberá encargar al empleado que acreditándolos desempeñe el cargo inmediatamente inferior y así sucesivamente.

 

Los empleos de libre nombramiento y remoción en caso de vacancia temporal o definitiva podrán ser provistos a través del encargo de empleados de carrera o de libre nombramiento y remoción, que cumplan los requisitos y el perfil para su desempeño. En caso de vacancia definitiva el encargo será hasta por el término de tres (3) meses, vencidos los cuales el empleo deberá ser provisto en forma definitiva.

 
por todo lo anterior, es claro entonces que, la entidad tiene la obligación legal de proveer cualquier encargo con un funcionario de carrera, siempre que ello sea jurídicamente posible, o sea, siempre y cuando el empleado que ocupe el cargo jerárquicamente inferior reúna las condiciones y requisitos previstos para el empleo a proveer, en este caso, los establecidos en los procesos de selección diseñados por la gobernación de Antioquia y los señalados el artículo 24 de la ley 909 de 2004.
Así las cosas, del material probatorio que obra en el expediente, tenemos que, la señora Mariela del Socorro al momento de la convocatoria 01-2016 y 07-2017, se encontraba desempeñando el cargo de Auxiliar Administrativo, código 407, Grado 05, Adscrita a la planta global de la Administración departamental; cargo que no es inferior al ofertado, tal y como lo exigía la Ley 909 de 2004 y la Resolución No 51876. (el empleo vacante a proveer transitoriamente mediante el encargo, era el empleo de técnico operativo, código 314-grado 02, NUC 953.) fls 109 vuelto del cuaderno no 1. (subrayas y negrillas intencionales).
Igualmente, la vacante ofertada exigía, “Título de formación tecnológica en disciplina académica del núcleo básico del conocimiento (NBC) en: NBC Economía NBC, Administración o aprobación de tres (3) años de educación superior en disciplina académica del núcleo básico del conocimiento (NBC) en: NBC Economía NBC Administración y 18 meses de Experiencia Relacionada.”
En este punto es importante traer a colación, lo indicado en el artículo 19 de la Ley 909 de 2004, en relación al diseño de los empleos públicos, los cuales deben contener, entre otros aspectos, el “perfil de competencias que se requieren para ocupar el empleo, incluyendo los requisitos de estudio y experiencia”. Además, la misma norma exige que el perfil de competencias sea coherente con las exigencias funcionales del respectivo empleo. 
Por su parte, el Decreto 785 de 2005, "Por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación y de funciones y requisitos generales de los empleos de las entidades territoriales que se regulan por las disposiciones de la Ley 909 de 2004", en su artículo 11 previo: “Artículo 11. Experiencia. Se entiende por experiencia los conocimientos, las habilidades y las destrezas adquiridas o desarrolladas mediante el ejercicio de una profesión, arte u oficio. Para los efectos del presente decreto, la experiencia se clasifica en profesional, relacionada, laboral y docente. Experiencia Profesional. Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación de todas las materias que conforman el pénsum académico de la respectiva formación profesional, tecnológica o técnica profesional, en el ejercicio de las actividades propias de la profesión o disciplina exigida para el desempeño del empleo. Experiencia Relacionada. Es la adquirida en el ejercicio de empleos que tengan funciones similares a las del cargo a proveer o en una determinada área de trabajo o área de la profesión, ocupación, arte u oficio.  Experiencia Laboral. Es la adquirida con el ejercicio de cualquier empleo, ocupación, arte u oficio…”
Por su parte nuestro órgano de cierre en relación a este tema señaló:
“(…) Experiencia profesional la que se adquiere con posterioridad a la terminación de materias de la respectiva profesión, en actividades inherentes al tipo de profesión que se exija para el correspondiente empleo; como experiencia relacionada, la que se adquiere en empleos o actividades con funciones similares a las del cargo a proveer; como experiencia laboral, la adquirida en cualquier empleo, ocupación, arte u oficio; y, como experiencia docente la que se adquiere en ejercicio de la actividad docente en instituciones debidamente reconocidas (…)
“(…) Según el penúltimo párrafo del artículo 11 del Decreto Ley 785 de 17 de marzo de 2005, cuando se trate de cargos del nivel Asesor, la experiencia que frente a ellos se exija debe ser profesional, esto es, que quien se postule a ocupar un cargo de ese nivel, debe acreditar que la adquirió luego de la terminación y aprobación de todas las materias que integran el pénsum académico de la respectiva profesión, relativa por supuesto a “las actividades propias de la profesión o disciplina exigida para el desempeño del empleo.”. Además, la misma disposición es enfática en consagrar que el manual de funciones debe precisar, cuando así se requiera, “si [la experiencia profesional] debe ser relacionada (…)”.

Todo lo anterior entonces, para indicar que la demandante, no acredito los 18 meses de experiencia relacionada con el cargo, entendiendo como tal, aquella que es adquirida en el ejercicio de empleos que tengan funciones similares a las del cargo a proveer o en una determinada área de trabajo o área de la profesión, ocupación, arte u oficio, esto es, técnico operativo, código 314-grado 02, NUC 953, pues la documentación aportada a folios 58 sobre la experiencia exterior, en declaración rendida ante la notaria veintitrés del círculo de Medellín se indicaron las siguientes:

“…Del 4 de Sept del año 1991 al 3 de nov 1991 labore como auxiliar de Almacén en el Municipio de Rionegro Antioquia me desempeñe como auxiliar de Almacén; constancia No 024765
Del 4 de Nov a julio 15 de 1992, labore como recepcionista en la dirección de Maquinaria y producción; oficio No 361, E.
De julio 16 de 1992 a junio 30 de 1993, como Almacenista en división de conservación de vías, decreto No 2124 del 16 de julio del 92.
De julio 01 de 1993 a septiembre 29 de 1994, como auxiliar de contabilidad y costos en la fábrica de gaviones del fondo rotatorio de talleres Departamentales, oficio de certificación de encargo de oct 27 de 2000 con las siguientes funciones (anexo copia descripción de oficio No 000221…”

Así mismo en los cargos desempeñados dentro de la entidad accionada, la actora no logró acreditar la experiencia relacionada, pues los cargos desempeñados por ella han sido del nivel Auxiliar, razón por la cual este Despacho no comparte la posición de la parte actora, al indicar que al ser la demandante la única postulada, debía la entidad nombrarla, pues si bien es cierto, la norma indica que, “…El encargo deberá recaer en un empleado que se encuentre desempeñando el empleo inmediatamente inferior que exista en la planta de personal de la entidad, siempre y cuando reúna las condiciones y requisitos previstos en la norma. De no acreditarlos, se deberá encargar al empleado que acreditándolos desempeñe el cargo inmediatamente inferior y así sucesivamente...”, debía cumplir con las exigencias establecidos y la señora Mariela del Socorro, no cumplió con los requisitos de ley y los establecidos en el manual específico de funciones y requisitos que tenía adoptado la entidad, razón por la cual no puedo ser designada en encargo.
Y en este punto, respecto de los requisitos del empleo de carrera dispuestos en el Manual de Funciones y Competencias Laborales vigente al momento de la provisión transitoria del empleo de carrera, es válido traer a colación el concepto emitido por La Comisión Nacional del Servicio Civil, bajo radicado de entrada 19272 del 8 de mayo de 2012, en respuesta al radicado de entrada 21555 de 2012, en donde se indica: 
“(…) La mencionada Circular, señala en el literal b) del numeral 3.2 que, para efecto de verificar el cumplimiento del perfil de competencias exigidas para ocupar el empleo vacante, incluyendo los requisitos de estudio y experiencia, se debe atender lo dispuesto en el Manual de Funciones y Competencias Básicas vigente al momento de la provisión, lo cual resulta apenas lógico, si se tiene en cuenta que el mismo constituye el instrumento de administración de personal por medio del cual se establecen las funciones y las competencias laborales de los empleos que conforman la planta de personal de una entidad y los requerimientos exigidos para el desempeño de los mismos. 

Así las cosas, los requisitos para el ejercicio del empleo, que se deben verificar al momento de agotar la aplicación de la figura de encargo, son los correspondientes al empleo vacante que se va a proveer por este medio, para lo cual se debe atender lo dispuesto en el manual específico de funciones y de competencias laborales.

 Ello implica, que si el Manual de Funciones y Competencias Laborales, no precisa requisitos académicos del empleo según su ubicación, sino que estos son dispuestos de manera genérica y abierta (una lista de profesiones indiferentemente del lugar en donde se encuentren los empleos y sus funciones específicas), su provisión transitoria mediante encargo, se hará teniendo en cuenta los funcionarios de carrera que cumpliendo con los parámetros dispuestos en el artículo 24 de la Ley 909 de 2004, acrediten cualquiera de las profesiones allí descritas. 

Por otra parte, si el manual determina los requisitos del empleo según su ubicación, así mismo, se deberá establecer cuáles son los requisitos académicos del mismo. En este punto, vale la pena indicar que aun cuando se trate de plantas de empleos globales, los empleos de una entidad se encuentran adscritos a un área o dependencia (distribución de empleos), hecho que debería determinar las competencias laborales que se exigen en el Manual de Funciones y Competencias Laborales, para el desempeño de los mismos. En todo caso, se reitera que la responsabilidad de verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para el desempeño de un empleo corresponde a la entidad empleadora en cabeza del jefe de recursos humanos o quien haga sus veces. (…)”

Por todo lo anterior, quedó demostrado para el presente caso, que los actos administrativos acusados, no fueron expedidos irregularmente, toda vez que el proceso surtido para proveer el cargo de técnico operativo, código 314-grado 02, NUC 953 de la Dirección de Recursos Corporativos Subgerencia Administrativa de la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, se adelantó conforme al debido proceso, razón por la cual no se logró desvirtuar la presunción de legalidad de los actos acusados y en ese orden de ideas, se negarán las pretensiones de la demanda.
COSTAS.

El artículo 188 de la ley 1437 de 2011 reguló el tema de costas en el procedimiento administrativo, para lo cual dispuso: 

“Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.”

Ahora bien, de un análisis simple de la norma anteriormente transcrita se podría concluir que la condena en costas en materia contenciosa administrativa debe imponerse de forma objetiva, en asuntos donde se estudie asuntos de interés particular, sin embargo, cuando la disposición normativa utiliza el término “dispondrá” lo que está queriendo decir es que el juzgador está obligado a pronunciarse sobre si es o no procedente condenar en costas a la parte vencida en el proceso, en este sentido el máximo órgano constitucional se ha pronunciado de la siguiente manera: 

“Si bien una lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte que ha visto frustradas sus pretensiones procesales.”

Así entonces considera esta falladora que en el caso concreto no debe condenarse en costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA.
PRIMERO: NIÉGUENSE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.
SEGUNDO: NO CONDENAR EN COSTAS a la parte demandante, de acuerdo a la parte motiva de esta providencia.
TERCERO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE
OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ
JUEZ 
� Al respecto ver Sentencia C-980 de 2010 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo).


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION PRIMERA, Consejero ponente: GUILLERMO VARGAS AYALA, dieciséis (16) de abril de dos mil quince (2015), Radicación número: 25000-23-24-000-2012-00446-01, Actor: C.I. CITITEX DE COLOMBIA S.A. HOY CITITEX UAP S.A, Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN
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